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Anexo I

La génesis de la reforma

La propuesta de reforma al artículo 1º de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos provino de la Cáma-
ra de Diputados, donde se analizó un conjunto de iniciativas 
presentadas con anterioridad y se emitió el dictamen DD-
IV-2009 del 23 de abril de 2009, elaborado por las comisiones 
unidas de Puntos Constitucionales y de Derechos Humanos. 

Para realizar el análisis se revisaron 33 propuestas que ha-
bían sido presentadas entre el 21 de noviembre de 2006 y el 
27 de agosto de 2008 en la Cámara de Diputados. Las inicia-
tivas provenían tanto de la sociedad civil como de legisladores 
de distintos grupos parlamentarios, así como de académicos, 
a los que se sumaron diversas aportaciones de la Comisión de 
Derechos Humanos del Distrito Federal. 

El dictamen de la Cámara de Diputados se turnó al Se-
nado de la República, que en su papel de cámara revisora lo 
analizó en comisiones y realizó su propio dictamen el 8 de 
abril de 2010, con el número DS-IV-2010. Ahí se hizo referen-
cia a otras iniciativas, de mayor alcance, presentadas en esa 
sede. El texto se envió de vuelta a la Cámara de Diputados, 
que lo analizó y modificó, y emitió un nuevo dictamen (DD-
XII-2010) el 15 de diciembre de 2010. 

La Cámara de Senadores recibió este último documen-
to y emitió el dictamen DS-III-2011, en el que se acordaron 
las modificaciones de la Cámara de Diputados. Cada uno 
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de los artículos fue votado por separado. En la minuta que pasó a la Cámara de Dipu-
tados para resolverse finalmente, con fecha 8 de marzo de 2011, se solicitaba a ésta 
que pasara a las legislaturas de las entidades federativas los artículos aprobados y 
votados por ambas cámaras para que dieran su aprobación. 

El 17 de marzo de 2011, las comisiones de Puntos Constitucionales y Derechos Hu-
manos de la Cámara de Diputados elaboraron el proyecto de declaratoria de decreto 
que modificaba la Constitución y el Pleno de la Cámara lo discutió el 23 de marzo de 
2011, resolviendo enviarlo a las legislaturas estatales para su análisis y aprobación, con 
votación de trescientos diez a favor, cero en contra y tres abstenciones.

El 1 de junio de 2011, se dio la: “Declaratoria de aprobación del decreto que mo-
difica la denominación del capítulo primero del título primero y reforma diversos 
artículos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de 
derechos humanos” en la que se registró la aprobación de las legislaturas de Aguas-
calientes, Baja California Sur, Campeche, Chiapas, Chihuahua, Coahuila, Colima, Du-
rango, Guerrero, Estado de México, Michoacán, Nayarit, Querétaro, Quintana Roo, San 
Luis Potosí, Sonora, Tabasco, Tamaulipas, Veracruz, Yucatán y Zacatecas (21). Con el voto 
en contra de Guanajuato. 

El 10 de junio de 2011 se publicó en el Diario Oficial de la Federación el decreto por el 
que se modifica la denominación del Capítulo I del Título Primero y reforma diversos 
artículos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
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Anexo II

Textos constitucionales de países de América Latina 	
en los que se reconoce la relación entre la Constitución 	
y los tratados internacionales

Argentina
Constitución de la Nación Argentina, 1994

Artículo 75, inciso 22
Corresponde al Congreso:

[...]
22. Aprobar o desechar tratados concluidos con las demás naciones y con las orga-

nizaciones internacionales y los concordatos con la Santa Sede. Los tratados y concor-
datos tienen jerarquía superior a las leyes.

La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; la Declaración 
Universal de Derechos Humanos; la Convención Americana sobre Derechos Huma-
nos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales; el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos y su Protocolo Facultativo; la Convención 
sobre la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio; la Convención Internacio-
nal sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial; la Convención 
sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer; la Con-
vención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; 
la Convención sobre los Derechos del Niño; en las condiciones de su vigencia, tienen 
jerarquía constitucional, no derogan artículo alguno de la primera parte de esta Cons-
titución y deben entenderse complementarios de los derechos y garantías por ella re-
conocidos. Sólo podrán ser denunciados, en su caso, por el Poder Ejecutivo Nacional, 
previa aprobación de las dos terceras partes de la totalidad de los miembros de cada 
Cámara.

Los demás tratados y convenciones sobre derechos humanos, luego de ser apro-
bados por el Congreso, requerirán el voto de las dos terceras partes de la totalidad de 
los miembros de cada Cámara para gozar de la jerarquía constitucional.
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Bolivia
Constitución Política del Estado, 2009

Artículo 256
I. Los tratados e instrumentos internacionales en materia de derechos humanos que ha-

yan sido firmados, ratificados o a los que se hubiera adherido el Estado, que declaren
derechos más favorables a los contenidos en la Constitución, se aplicarán de manera 
preferente sobre ésta. 

II. Los derechos reconocidos en la Constitución serán interpretados de acuerdo a los
tratados internacionales de derechos humanos cuando éstos prevean normas más
favorables. 

Artículo 13
I. Los derechos reconocidos por esta Constitución son inviolables, universales, inter-

dependientes, indivisibles y progresivos. El Estado tiene el deber de promoverlos,
protegerlos y respetarlos.

	 […]
IV. Los tratados y convenios internacionales ratificados por la Asamblea Legislativa

Plurinacional, que reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación
en los Estados de Excepción prevalecen en el orden interno. Los derechos y de-
beres consagrados en esta Constitución se interpretarán de conformidad con los
Tratados internacionales de derechos humanos ratificados por Bolivia.

Brasil
Constitución Política de la República Federativa de Brasil, 1988.

Artículo 4
La República Federativa de Brasil se rige en sus relaciones internacionales por los si-
guientes principios:
I. Independencia nacional;
II. Prevalencia de los derechos humanos
III. Autodeterminación de los pueblos;
IV. No intervención;
V. Igualdad entre los Estados;
VI. Defensa de la paz;
VII. Solución pacífica de los conflictos;
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VIII. Repudio al terrorismo y al racismo;
IX. Cooperación entre los pueblos para el progreso de la humanidad;
X. Concesión de asilo político.

Artículo 5, parágrafo 3º
Los tratados y convenciones internacionales sobre derechos humanos que fueron 
aprobados por ambas Cámaras del Congreso Nacional en dos votaciones y por las tres 
quintas partes de los votos de sus respectivos miembros, serán equivalentes a las en-
miendas constitucionales (Resultado de la Enmienda Constitucional núm. 45 de 2004).

Chile
Constitución Política de la República de Chile, 1980, reformada en 1989

Artículo 5
[...]
El ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el respeto de los derechos esencia-
les que emanan de la naturaleza humana. Es deber de los órganos del Estado respetar y 
promover tales derechos, garantizados por esta Constitución, así como por los tratados 
internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes. [A partir del punto y 
seguido, texto agregado en 1989, con la Ley 18825 del 17 de agosto de ese año].

Colombia
Constitución Política de Colombia, 1991

Artículo 93
Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los 
derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción, preva-
lecen en el orden interno. Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se in-
terpretarán de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos 
ratificados por Colombia. 

Ecuador
Constitución de la República del Ecuador, 2008

Artículo 11
El ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes principios:
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	 […]
3. Los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los instrumentos inter-

nacionales de derechos humanos serán de directa e inmediata aplicación por y ante 
cualquier servidora o servidor público, administrativo o judicial, de oficio o a petición 
de parte. Para el ejercicio de los derechos y las garantías constitucionales no se exi-
girán condiciones o requisitos que no estén establecidos en la Constitución o la ley. 
Los derechos serán plenamente justiciables. No podrá alegarse falta de norma 
jurídica para justificar su violación o desconocimiento, para desechar la acción por 
esos hechos ni para negar su reconocimiento.

	 […]
7. El reconocimiento de los derechos y garantías establecidos en la Constitución y 

en los instrumentos internacionales de derechos humanos, no excluirá los demás 
derechos derivados de la dignidad de las personas, comunidades, pueblos y nacio-
nalidades, que sean necesarios para su pleno desenvolvimiento.

8. El contenido de los derechos se desarrollará de manera progresiva a través de las 
normas, la jurisprudencia y las políticas públicas. El Estado generará y garantizará 
las condiciones necesarias para su pleno reconocimiento y ejercicio. Será inconsti-
tucional cualquier acción u omisión de carácter regresivo que disminuya, menosca-
be o anule injustificadamente el ejercicio de los derechos.

Artículo 417
Los tratados internacionales ratificados por el Ecuador se sujetarán a lo establecido en 
la Constitución. En el caso de los tratados y otros instrumentos internacionales de dere-
chos humanos se aplicarán los principios pro ser humano, de no restricción de derechos, 
de aplicabilidad directa y de cláusula abierta establecidos en la Constitución.

Artículo 424
La Constitución es la norma suprema y prevalece sobre cualquier otra del ordenamien-
to jurídico. Las normas y los actos del poder público deberán mantener conformidad 
con las disposiciones constitucionales; en caso contrario carecerán de eficacia jurídica. 
La Constitución y los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por el 
Estado que reconozcan derechos más favorables a los contenidos en la Constitución, 
prevalecerán sobre cualquier otra norma jurídica o acto del poder público.
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Nicaragua
Constitución Política de la República de Nicaragua, 1987

Artículo 46
En el territorio nacional toda persona goza de la protección estatal y del reconoci-
miento de los derechos inherentes a la persona humana, del irrestricto respeto, pro-
moción y protección de los derechos humanos, y de la plena vigencia de los derechos 
consignados en la Declaración Universal de los Derechos Humanos; en la Declaración 
Americana de Derechos y Deberes del Hombre; en el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales y en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos de la Organización de las Naciones Unidas y en la Convención Americana de 
Derechos Humanos de la Organización de Estados Americanos.

Paraguay
Constitución de la República de Paraguay, 1992 

Artículo 142. De la denuncia de los tratados
Los tratados internacionales relativos a los derechos humanos no podrán ser denun-
ciados sino por los procedimientos que rigen para la enmienda de esta Constitución.

Artículo 143. De las relaciones internacionales
La República del Paraguay, en sus relaciones internacionales, acepta el derecho inter-
nacional y se ajusta a los siguientes principios:
	 [...]
5. la protección internacional de los derechos humanos.
	 [...]

Artículo 145. Del orden jurídico supranacional
La República del Paraguay, en condiciones de igualdad con otros Estados, admite un orden 
jurídico supranacional que garantice la vigencia de los derechos humanos, de la paz, de 
la justicia, de la cooperación y del desarrollo, en lo político, económico, social y cultural. 

Dichas decisiones sólo podrán adoptarse por mayoría absoluta de cada Cámara 
del Congreso.
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Perú
Constitución Política del Perú, 1993

Disposiciones finales y transitorias
[...]
Cuarto. Interpretación de los derechos fundamentales
Las normas relativas a los derechos y a las libertades que la Constitución reconoce se in-
terpretan de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y con los 
tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por el Perú.

República Dominicana
Constitución de la República Dominicana, 2010

Artículo 74 
Principios de reglamentación e interpretación. La interpretación y reglamentación de los 
derechos y garantías fundamentales, reconocidos en la presente Constitución, se ri-
gen por los principios siguientes:
	 [...]
4) Los poderes públicos interpretan y aplican las normas relativas a los derechos fun-

damentales y sus garantías, en el sentido más favorable a la persona titular de los
mismos y, en caso de conflicto entre derechos fundamentales, procurarán armoni-
zar los bienes e intereses protegidos por esta Constitución.

Venezuela
Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, 1999

Artículo 19
El Estado garantizará a toda persona, conforme al principio de progresividad y sin 
discriminación alguna, el goce y ejercicio irrenunciable, indivisible e interdependiente 
de los derechos humanos. Su respeto y garantía son obligatorios para los órganos del 
Poder Público de conformidad con esta Constitución, con los tratados sobre derechos 
humanos suscritos y ratificados por la República y con las leyes que los desarrollen.

Artículo 23
Los tratados, pactos y convenciones relativos a derechos humanos, suscritos y ratifi-
cados por Venezuela, tienen jerarquía constitucional y prevalecen en el orden interno, 
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en la medida en que contengan normas sobre su goce y ejercicio más favorables a las 
establecidas por esta Constitución y en las leyes de la República, y son de aplicación 
inmediata y directa por los tribunales y demás órganos del Poder Público.

Anexo III

Reformas constitucionales en México relacionadas 	
con los derechos humanos, anteriores a la reforma 	
del 10 de junio de 2011

Justicia penal
Con esta reforma a diferentes artículos constitucionales, realizada en junio de 
2008, se adoptó un sistema de justicia penal de tipo acusatorio y oral, regido por 
los principios de publicidad, contradicción, concentración, continuidad e inmedia-
ción. Estas figuras contribuyen a la fortaleza del marco constitucional en materia 
de derechos humanos. Sin embargo es importante advertir que con la misma re-
forma se introdujo en la Constitución la figura del arraigo, que remite claramente 
al “derecho penal del enemigo”.1 Se generó así una ominosa contradicción que 
debe superarse.

No obstante, en general desde la entrada en vigor de esta reforma se sientan las 
bases para proteger los derechos de las personas vinculadas a un proceso penal, ya 
sea como víctimas o como probables responsables. Por eso puede considerarse como 
una reforma que antecede a la que se realizó en el ámbito de los derechos humanos 
tres años después. Entre otras, quedaron asentadas las siguientes medidas:

1  Artículo 16, párrafo octavo: “La autoridad judicial, a petición del Ministerio Público y tratándose de de-
litos de delincuencia organizada, podrá decretar el arraigo de una persona, con las modalidades de lugar y 
tiempo que la ley señale, sin que pueda exceder de cuarenta días, siempre que sea necesario para el éxito 
de la investigación, la protección de personas o bienes jurídicos, o cuando exista riesgo fundado de que el 
inculpado se sustraiga a la acción de la justicia. Este plazo podrá prorrogarse, siempre y cuando el Ministerio 
Público acredite que subsisten las causas que le dieron origen. En todo caso, la duración total del arraigo no 
podrá exceder los ochenta días”.
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•	 Se establece la igualdad de las partes en el proceso; es decir, el Ministerio Público 
deja de ser considerado como juez y parte. En este sentido, se protegen los dere-
chos de defensa del probable responsable. 

•	 Se reconoce la participación de las víctimas del delito en el proceso penal. 
•	 Se otorga mayor importancia a la reparación del daño causado y a la satisfacción 

de los intereses de la víctima. 
•	 Se privilegian mecanismos alternativos de solución de controversias. Los casos 

que lleguen a juicio tendrán que ser los menos, es decir, se aplica efectivamente el 
principio de ultima ratio en materia penal.

•	 Se propicia una participación activa de las personas involucradas en los procesos de 
mediación o conciliación.

•	 Se busca la reinserción social de las personas responsables de un delito. 

Acciones colectivas
Esta reforma al artículo 17 constitucional, publicada el 29 de julio de 2010 –con su co-
rrespondiente reforma legal el 30 de agosto de 2011– también entra en el conjunto de 
modificaciones hacia una agenda de derechos en México. Con esta reforma se recono-
ce el ejercicio colectivo de los mecanismos jurisdiccionales de protección de derechos. 
Destacan, entre otros, los siguientes puntos:

•	 Los colectivos están en la posibilidad de exigir la protección de sus derechos 
(por ejemplo, el derecho a la propiedad de una comunidad indígena sobre su 
territorio).

•	 Las personas que sean víctimas de una misma situación de violación de derechos 
humanos pueden ejercer los mecanismos jurisdiccionales de protección en conjun-
to (por ejemplo, los dueños de predios expropiados). 

•	 Podrán ejercer los mecanismos de protección en conjunto las personas afectadas por 
relaciones de consumo de bienes o servicios públicos o privados (por ejemplo, los 
usuarios de una compañía telefónica).

•	 En caso de violaciones del derecho al medio ambiente también es posible tomar 
acciones conjuntas. 

Amparo
Con la reforma en materia de amparo –primero constitucional en 2011 y posteriormen-
te legal en 2013– se ampliaron los supuestos para promover un juicio de amparo como 
mecanismo de protección de los derechos humanos en los siguientes términos:
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• Contra la violación de cualquier derecho humano contenido en la Constitución y
en los tratados internacionales de los que México sea parte.

• Contra la afectación en el interés jurídico y/o legítimo como consecuencia de la
emisión de normas generales, actos u omisiones.

• Contra actos de particulares que actúen como autoridades.

En la resolución de los amparos las autoridades jurisdiccionales podrán: 

• Atender de manera prioritaria los asuntos en los que exista una urgencia, se afecte
al interés social o al orden púbico, siempre que lo soliciten los presidentes de las
cámaras del Congreso de la Unión o el consejero jurídico del Ejecutivo federal al
presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (scjn).

• Emitir una declaración general de inconstitucionalidad ante la resolución por parte
de las salas o del Pleno de la scjn con respecto a dos juicios consecutivos de am-
paro indirecto en revisión que determinen la inconstitucionalidad de una norma
general.

Derechos humanos
Vale la pena recuperar algunos de los elementos clave de la reforma constitucional 
en materia de derechos humanos, tomando en cuenta que va más allá del artículo 1º 
constitucional:

• Todas las personas son titulares de los derechos humanos contenidos en la Consti-
tución y en los tratados internacionales de los que México sea parte.

• Las autoridades jurisdiccionales tienen la obligación de aplicar las normas que im-
pliquen una mayor protección para la persona.

• Todas las autoridades (ejecutivas, legislativas y judiciales, locales y federales)
tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos
humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia,
indivisibilidad y progresividad.

• Se constitucionaliza el derecho de asilo.
• A ninguna persona, en situación alguna, se le podrá suspender el ejercicio de los

derechos a la no discriminación, al reconocimiento de la personalidad jurídica, a
la vida, a la integridad personal, a la protección a la familia, al nombre, a la nacio-
nalidad. Tampoco podrán restringirse ni suspenderse los derechos de la niñez; los
derechos políticos; las libertades de pensamiento, conciencia y de profesar creen-
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cia religiosa alguna; el principio de legalidad y retroactividad; la prohibición de la 
pena de muerte; la prohibición de la esclavitud y la servidumbre; la prohibición de 
la desaparición forzada y la tortura, ni las garantías judiciales indispensables para la 
protección de tales derechos.

•	 Se reconoce el derecho de audiencia para las personas extranjeras en caso de ex-
pulsión del territorio nacional por parte del presidente de la República. 

•	 La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, la Comisión de Derechos Hu-
manos del Distrito Federal y las comisiones respectivas de los estados están en 
posibilidad de proteger los derechos laborales.

Un ejemplo del cambio potencial que suponen las reformas
El ejercicio de la defensa de los derechos se puede realizar integrando las diferentes 
reformas; por ejemplo, la de amparo y la de derechos humanos. Esto permitirá cam-
biar los términos de la exigibilidad y justiciabilidad de algunos derechos; en particu-
lar de los económicos, sociales, culturales y ambientales. Estos derechos –e incluso 
también algunos derechos civiles– han sido desestimados, entre otras razones, por-
que los quejosos no lograron acreditar el requisito de ostentar su interés jurídico 
(ser titular de un derecho subjetivo). Ese requisito, hasta la entrada en vigor de la 
nueva ley de amparo, fue fundamental para la procedencia.

Sin embargo, a partir de la reforma constitucional en la materia, la nueva legisla-
ción establece en el artículo 5º que el quejoso acredita ese carácter cuando “aduce 
ser titular de un derecho subjetivo o de un interés legítimo individual o colectivo”. 
De esta forma, con la nueva condición de legitimidad para las víctimas de violacio-
nes a derechos humanos, y a partir de la protección extensiva que ofrece el artículo 1º, 
párrafo segundo de la Constitución mexicana, no se acepta la declaratoria de impro-
cedencia del juicio de amparo por ese motivo.

Un caso interesante que permite ilustrar cómo pueden funcionar las nuevas nor-
mas es el Amparo en Revisión 989/2009, resuelto por el Pleno de la scjn el 10 de 
agosto de 2009, en el llamado Caso Santiago de los Caballeros.2

En marzo de 2008, cuatro hombres civiles fueron muertos por disparos pro-
venientes de miembros activos del Ejército a la entrada del poblado Santiago de 
los Caballeros en Badiraguato, Sinaloa. Dado que el caso fue turnado a la jus-
ticia militar debido a que los inculpados pertenecían a las Fuerzas Armadas, la viu-
da de uno de los hombres asesinados presentó un recurso de amparo ante la scjn 

2  Para consultar al respecto, ver: <http://www2.scjn.gob.mx/ConsultaTematica/PaginasPub/DetallePub.
aspx?AsuntoID=108557>. 
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para impugnar la extensión del fuero militar a casos en los que las víctimas son 
civiles que han sufrido violaciones a derechos humanos por parte de elemen-
tos castrenses. La scjn, sin embargo, no abordó el tema de fondo pues la mayo-
ría del Pleno considero que la demandante no tenía interés jurídico en el caso. La 
decisión fue tomada con fundamento en el artículo 73, fracción V de la legislación 
anterior.3 En consecuencia, la quejosa no pudo demandar que los responsables del cri-
men fueran juzgados por la justicia civil ordinaria en lugar del Tribunal de Justicia Militar.

Con los nuevos contenidos normativos, las personas que demanden la protección 
del Estado, y a las que asista un interés legítimo al mismo tiempo en aplicación de los 
principios de interpretación conforme y pro persona, no encontrarán ya cerrada la 
puerta de la justicia en este tipo de casos. Por lo demás, se trata de casos emblemá-
ticos, si se toma en cuenta la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos y de la scjn en relación con la excepcionalidad de la jurisdicción militar ante 
el derecho al juez natural.

 

3  Que señalaba: “El juicio de amparo es improcedente…
…
V.- Contra actos que no afecten los intereses jurídicos del quejoso”.
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